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RECURSO 121/2026 
RESOLUCIÓN 158/2026 
 
 
Resolución 158/2026, de 9 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por la 
empresa Invelon Technologies, S.L. contra la resolución de la 
Alcaldía del Ayuntamiento de Tordesillas de 7 de mayo de 2026 por 
la que se adopta la decisión de no adjudicar el contrato mixto del 
servicio de creación de contenidos audiovisuales y del suministro, 
montaje e instalación de equipamiento tecnológico en el Museo del 
Tratado de Tordesillas en el marco del Plan de Sostenibilidad 
Turística de Destino “Consolidación de la oferta patrimonial e 
histórica de Tordesillas” (expediente n.º 552/2026).  

 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- Mediante resolución de la Alcaldía del Ayuntamiento de 

Tordesillas (Valladolid), de 7 de mayo de 2026, se acuerda no adjudicar el 
contrato mixto del servicio de creación de contenidos audiovisuales y del 
suministro, montaje e instalación de equipamiento tecnológico en el Museo del 
Tratado de Tordesillas en el marco del Plan de Sostenibilidad Turística de 
Destino “consolidación de la oferta patrimonial e histórica de Tordesillas”, al 
amparo del artículo 152 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público (LCSP) y por los motivos indicados en el informe técnico de 
fecha 6 de mayo de 2026 (expediente n.º 552/2026).   

 
Esta resolución se publica en la Plataforma de Contratación del Sector 

Público (PLCASP) el 7 de mayo de 2026. 
 
Segundo.- El 15 de mayo de 2026 la licitadora Invelon Technologies, 

S.L. (en adelante Invelon), representada por D. yyy, interpone recurso especial 
en materia de contratación contra la decisión de no adjudicación del contrato 
fundado en la inexistencia en los pliegos de un umbral técnico eliminatorio, en 
la utilización improcedente y desviada de la facultad de no adjudicación 
prevista en el artículo 152 de la LCSP, en la falta de motivación suficiente y en 
la inexistencia de incumplimiento del plazo de ejecución contractual.   
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La recurrente considera que la actuación administrativa vulnera los 
principios de vinculación a los pliegos, igualdad, transparencia y seguridad 
jurídica porque “La Administración admitió la oferta presentada por Invelon, 
procedió a su valoración técnica, le otorgó una puntuación concreta, permitió 
su continuidad dentro del procedimiento e incluso requirió documentación 
adicional a esta parte como licitadora susceptible de resultar adjudicataria. Sin 
embargo, únicamente cuando las restantes empresas clasificadas resultaron 
inviables como adjudicatarias, el órgano de contratación decidió construir ex 
post una pretendida insuficiencia técnica con efectos eliminatorios que no se 
encontraba prevista ni en los pliegos ni en las reglas que regían la licitación”. 
Por este motivo, solicita que se declare la nulidad o subsidiariamente, la 
anulabilidad de la resolución recurrida y que se ordene la retroacción al 
momento inmediatamente anterior a la resolución impugnada y la 
continuación del procedimiento de adjudicación.  

 
Tercero.- Se ha recibido en el Tribunal el expediente de contratación 

y el informe al recurso del órgano de contratación de 20 de mayo de 2026 en 
el que, tras las argumentaciones que estima procedentes, se opone a la 
estimación del recurso. 

 
Cuarto.- Trasladado el recurso a los licitadores, no consta la 

presentación de alegaciones. 
 
Quinto.- Mediante Acuerdo 42/2026, de 29 de mayo, del este Tribunal, 

se desestima la solicitud de acceso al expediente de contratación formulada 
por la recurrente al no concurrir las circunstancias previstas en el artículo 52 
de la LCSP, al no haberse solicitado al órgano de contratación ni haber sido 
denegado por éste el acceso al expediente.  
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 46.1 de la LCSP, y en el artículo 59 de la Ley 
1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- La recurrente, que es una de las licitadoras, está legitimada para 

interponer el recurso especial en materia de contratación a tenor del artículo 
48 de la LCSP y está acreditada la representación con la que actúa. La 
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licitadora recurrente es la única que podría ser adjudicataria del contrato 
puesto que las licitadoras clasificadas en primer y segundo lugar han sido 
excluidas en la fase de requerimiento de documentación posterior a la 
propuesta de adjudicación; en el caso de la primera clasificada, al no acreditar 
la primera su solvencia técnica y en caso de la segunda, al no estar inscrita en 
el ROLECE antes de la fecha de finalización del plazo de presentación de 
ofertas. 
 

Queda acreditado en el expediente que el recurso se interpone en el 
ámbito de un contrato mixto de servicios y suministros cuyo valor estimado 
(100.826,45 euros) es superior a 100.000 euros, por lo que es susceptible de 
recurso especial en materia de contratación conforme al artículo 44.1.a) y 
44.2.c) de la LCSP. 

 
El acto por el que se renuncia al contrato es susceptible de recurso, 

dado que, si bien no se recoge de forma expresa en la enumeración contenida 
en el artículo 44.2 de la LCSP, imposibilita la continuación del procedimiento.  

 
En este sentido el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha admitido 

expresamente la impugnabilidad de este tipo de acuerdos en Sentencia de 18 
de junio de 2002, cuyo apartado 54 señala: “Atendidas las consideraciones que 
preceden, debe señalarse que el acuerdo por el que se cancela una licitación 
para un contrato público de servicios forma parte de las decisiones con respecto 
a las cuales, en virtud de la Directiva 89/665, los Estados miembros están 
obligados a prever procedimientos de recurso de anulación, con el fin de 
garantizar el cumplimiento de las normas del Derecho comunitario en materia 
de contratos públicos, así como las normas nacionales mediante las que se 
adaptan los ordenamientos jurídicos nacionales al referido Derecho”. 
 

La presentación del recurso se ha producido en el plazo previsto en el 
artículo 50.1 de la LCSP, puesto que el acuerdo recurrido se adopta el 7 de 
mayo de 2026 y el recurso se interpone el 15 de mayo de 2026, esto es, dentro 
del plazo de 15 días hábiles legalmente previsto.  
 

3º.- En cuanto al fondo del asunto, la resolución de 7 de mayo de 2026 
acuerda no adjudicar el contrato invocando el artículo 152 de la LCSP y por los 
motivos indicados en el informe técnico de 6 de mayo de 2026.  

 
Según este informe técnico, publicado en la PLACSP el 7 de mayo: 
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“De acuerdo con lo establecido en el Pliego de Prescripciones 
Técnicas, los licitadores debían presentar una memoria técnica en la que se 
desarrollaran de forma detallada los cinco criterios evaluables mediante juicio 
de valor, con una puntuación máxima total de 25 puntos. 

 
»Tras el análisis de la documentación presentada por la empresa 

Invelon Technologies, se constata que, si bien la entidad puede acreditar 
experiencia en el ámbito tecnológico, la memoria aportada no alcanza el nivel 
mínimo exigible para una adecuada evaluación técnica, al no desarrollar de 
manera suficiente los contenidos requeridos en los citados criterios, 
alcanzando una puntuación máxima de 5 puntos. 

 
»La valoración efectuada se fundamenta exclusivamente en el 

contenido de la documentación presentada, sin que resulte procedente 
considerar capacidades no acreditadas documentalmente y expresamente en 
la oferta.  

 
»En este sentido, el Pliego de Prescripciones Técnicas establecía 

de forma expresa la obligación de desarrollar una memoria técnica en la que 
se abordaran detalladamente los cinco criterios evaluables mediante juicio de 
valor. Sin embargo, la empresa no ha desarrollado dichos criterios con el nivel 
mínimo de concreción exigible, incurriendo en:  

 
»• Ausencia de desarrollo del planteamiento narrativo y 

de los guiones.  
 
»• Falta de definición concreta de las soluciones técnicas 

propuestas.  
 
»• Falta de diseños, bocetos y creatividades especificas al 

objeto del contrato.  
 

»• Metodología de trabajo y planificación expuesta de 

forma sucinta.  
 

»• Información limitada sobre la formación académica de 

la mayoría de los perfiles del equipo.  
 
»La exclusión o no consideración favorable de la oferta 

presentada no obedece a una valoración de la trayectoria o solvencia general 
de la empresa, que pudiera ser adecuada o incluso destacable, sino al hecho 
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de que dicha capacidad no ha quedado debidamente acreditada en la 
documentación presentada dentro del presente procedimiento de licitación. 

 
»La insuficiente definición y desarrollo de la memoria técnica 

impide garantizar que la propuesta responda de manera adecuada a las 
necesidades del contrato, por lo que no resulta viable su consideración a 
efectos de adjudicación, al no quedar acreditada su capacidad de ejecución en 
los términos exigidos en el pliego. 

 
»Por todo lo anterior, la oferta no puede ser considerada 

favorablemente desde el punto de vista técnico, ya que la memoria técnica 
presentada por Invelon Technologies no alcanza el nivel mínimo exigible en 
relación con los criterios evaluables mediante juicio de valor establecidos en el 
Pliego de Prescripciones Técnicas, debido a la falta de desarrollo específico y 
concreción técnica”. 

 
La recurrente impugna la decisión de no adjudicar el contrato porque 

considera que constituye un uso desviado e improcedente de la facultad de no 
adjudicación prevista en el artículo 152 de la LCSP con el fin de evitar adjudicar 
el contrato al único licitador restante, exigiendo un nivel o umbral mínimo que 
no estaba previsto en los pliegos. Según la recurrente, su oferta “fue 
plenamente admitida por el órgano de contratación, valorada técnicamente, 
objeto de puntuación específica y considerada válida a todos los efectos dentro 
del procedimiento de licitación (…) Por ello, resulta contrario a derecho 
sostener posteriormente que dicha oferta no alcanzaba un supuesto nivel 
mínimo impeditivo de adjudicación inexistente en las reglas de la licitación”. 
Añade que la resolución impugnada adolece de una insuficiencia radical de 
motivación puesto que “se limita a remitirse de forma genérica al informe 
técnico emitido en el expediente, sin identificar incumplimiento concreto 
alguno de cláusula esencial de los pliegos, sin justificar jurídicamente la 
procedencia de la no adjudicación (…) Resulta especialmente relevante que el 
expediente administrativo contenga un informe jurídico relativo a la no 
adjudicación del contrato y que, pese a ello, dicho informe no se integre 
materialmente en la motivación de la resolución recurrida ni se incorpore como 
fundamento decisorio suficiente de la misma”.    

 
Por su parte, el órgano de contratación, en su informe al recurso, afirma 

que no ha aplicado un umbral eliminatorio puesto que “En ningún momento la 
Mesa ha propuesto ni el órgano contratante ha resuelto la exclusión de la 
oferta de Invelon, ni por ese motivo ni por ninguno. Lo que se ha resuelto es 
no adjudicar a ningún licitador el contrato, teniendo en cuenta las diversas 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

6 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 

 

circunstancias concurrentes entre las que se encuentra el tipo de oferta técnica 
presentada, muy alejada de lo que el órgano contratante pretendía en especial 
para la creación de contenidos audiovisuales.  

 
»El hecho de que una empresa presente una oferta a un contrato 

no obliga a la Administración a tener que adjudicar el mismo, como así lo 
demuestra la existencia del artículo 152 LCSP, siempre y cuando cumpla con 
los requisitos que dicho artículo impone para hacerlo, y como se indica más 
adelante, dichos requisitos se han cumplido (…)”.  

 
En cuanto a la desviación de poder alegada por la recurrente, el órgano 

de contratación replica que “En primer lugar conviene dejar claro que la figura 
utilizada en el presente procedimiento no es ni el desistimiento ni la renuncia, 
es la no adjudicación del contrato (…) 

 
»Con la decisión de no adjudicar este contrato, el ayuntamiento 

lo único que ha perseguido es velar por el interés público que representa la 
utilización de fondos públicos de manera eficiente. Al otorgar a la propuesta 
técnica de la reclamante una puntuación tan baja (5 puntos sobre 25), lo que 
la administración está expresando es que su propuesta está muy lejos de lo 
que la administración quiere que se ejecute, y desde luego cuando se adjudica 
un contrato administrativo lo que se busca es que se presten los servicios o se 
entreguen los suministros en los términos que la Administración quiere, no 
según lo que le interese al licitador. Para eso precisamente se utilizan los 
criterios de adjudicación de los contratos…”. 

 
Por último, el órgano de contratación invoca un segundo motivo, aparte 

de las razones técnicas expuestas, que ha hecho ineludible la decisión de no 
adjudicar, que es la falta de tiempo para ejecutar la prestación financiada con 
fondos europeos dentro del plazo máximo para justificar la subvención 
otorgada; concretamente, el contrato está financiado con una subvención 
concedida directamente al ayuntamiento de Tordesillas por la Junta de Castilla 
y León, para la ejecución del Plan De Sostenibilidad Turística en destino 
“consolidación de la oferta patrimonial e histórica de Tordesillas”, en el marco 
del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de España. Al respecto 
informa que: 

 
“Según la reclamante, el plazo de ejecución del contrato no se 

configura como causa de exclusión automática ni requisito de admisión; en 
eso este órgano contratante está de acuerdo; y por eso no ha sido ni causa 
de exclusión automática ni requisito de admisión, simplemente ha sido causa 
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de imposibilidad material de ejecución del contrato en los términos 
establecidos en el pliego. Que el contrato no se hubiera podido ejecutar en 
plazo no es achacable al reclamante, pero ello no elimina el problema de la 
imposibilidad de ejecución del mismo, que es lo que ha motivado la decisión 
de no adjudicarlo.  

 
»Como se detalló en el informe propuesta de no adjudicación del 

contrato de 7 de mayo de 2026 [ publicado en PLASCP ese mismo día] como 
consecuencia del devenir procedimental del expediente, se ha originado una 
falta de tiempo para la ejecución del contrato dentro del plazo límite 
establecido en el Pliego de cláusulas administrativas rector de la contratación: 
el 30 de junio de 2026, como consecuencia de las dilaciones acaecidas en la 
tramitación por los problemas en la acreditación de los requisitos de aptitud 
para contratar de las dos licitadoras mejor valoradas tras la valoración de los 
criterios de adjudicación. 

 
»Teniendo en cuenta que plazo de duración del contrato era de 

cincuenta (50) días naturales (cláusula 9ª del PCAP), y que en todo caso, el 
plazo de ejecución no podría superar el 30 de junio del año 2026, la ejecución 
del contrato se hizo ya inviable, toda vez que el contrato no podría estar 
formalizado con un margen de 50 días para su ejecución, pues la mercantil 
Invelon Technologies disponía de plazo hasta el 13 de mayo para presentar la 
documentación necesaria para la adjudicación del contrato, y el plazo de 50 
días solo existiría si el contrato estuviera firmado el 12 de mayo.  

 
»Esta circunstancia sobrevenida hizo materialmente inviable la 

ejecución del contrato en el plazo establecido por la Administración concedente 
de la subvención, por lo que el ayuntamiento no podría justificar la misma y 
con ello no recibiría los fondos necesarios para el pago de contrato. 

 
»En consecuencia, esta Entidad Local no ha hecho más que un 

uso adecuado de la habilitación que concede el artículo 152 LCSP. Además, los 
dos requisitos que el citado artículo imponen para el uso de la facultad de no 
adjudicar o celebrar un contrato, son: que se haga por razones de interés 
público y que dichas razones queden debidamente justificadas en el 
expediente, y ambos requisitos se han cumplido en este caso, como ha 
quedado acreditado”. 

 
4º.- Expuesto lo anterior, debe acudirse a la regulación del artículo 152 

de la LCSP, que dispone: “(…). 
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»2. La decisión de no adjudicar o celebrar el contrato o el 
desistimiento del procedimiento podrán acordarse por el órgano de 
contratación antes de la formalización. En estos casos se compensará a los 
candidatos aptos para participar en la licitación o licitadores por los gastos en 
que hubiesen incurrido en la forma prevista en el anuncio o en el pliego o, en 
su defecto, de acuerdo con los criterios de valoración empleados para el 
cálculo de la responsabilidad patrimonial de la Administración, a través de los 
trámites del procedimiento administrativo común.  

 
»3. Solo podrá adoptarse la decisión de no adjudicar o celebrar 

el contrato por razones de interés público debidamente justificadas en el 
expediente. En este caso, no podrá promoverse una nueva licitación de su 
objeto en tanto subsistan las razones alegadas para fundamentar la decisión.  

 
»4. El desistimiento del procedimiento deberá estar fundado en 

una infracción no subsanable de las normas de preparación del contrato o de 
las reguladoras del procedimiento de adjudicación, debiendo justificarse en el 
expediente la concurrencia de la causa. (…)”.  

 
Este artículo 152, como se desprende de su lectura, regula de forma 

separada la renuncia (o decisión de no adjudicar o celebrar el contrato) y el 
desistimiento.  

 
La renuncia, a diferencia del desistimiento, supone un cambio en la 

voluntad de la Administración de contratar por razones de interés público y, 
por ello, es un acto de contenido discrecional. Por el contrario, el desistimiento 
es un acto reglado fundado en causas de legalidad y no de oportunidad, que 
exige, como señala el 152.4 de la LCSP, “la concurrencia de una infracción no 
subsanable de las normas de preparación del contrato o de las reguladoras del 
procedimiento de adjudicación, que haga imposible continuar con la licitación 
hasta su adjudicación”. Por ello el desistimiento, a diferencia de la renuncia, 
no impide la iniciación inmediata de un nuevo procedimiento de licitación con 
el mismo objeto (152.3 de la LCSP). 

 
El ejercicio de la potestad de renuncia por la Administración exige -para 

que no sea arbitrario- una adecuada motivación. Deben justificarse las razones 
de interés público que lo motivan, sin que baste su mera invocación.  

 
Como pone de manifiesto la Resolución n.º 856/2026, de 21 de mayo, 

del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, “la apreciación 
de las causas de interés público que hayan de motivar la renuncia del contrato 
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constituye una potestad discrecional, y por tanto su revisión por este Tribunal 
se encuentra forzosamente limitada y se constriñe a comprobar que se alega 
una causa razonable que no produzca discriminación ni arbitrariedad, y sin que 
sea necesario que por el órgano de contratación se acredite exhaustivamente 
la concurrencia de la causa alegada, bastando con que la misma aparezca 
suficientemente identificada y justificada en el expediente.   

 
»Por lo tanto, para que no concurra arbitrariedad en la decisión 

de no adjudicar un contrato es necesario que la decisión del órgano de 
contratación esté debidamente motivada, sin que pueda limitarse a apuntar 
de modo genérico a la existencia de un interés público, no especificando las 
razones concretas que avalan dicha decisión.   

 
»En este sentido, en la Resolución 1120/2015 de este Tribunal, 

indicamos que: ‘No motiva suficientemente la renuncia una invocación 
genérica del interés público —como la «necesidad de estudiar con mayor 
profundidad el sistema de gestión del servicio», o la de «analizar con más 
detalle el contenido de los pliegos contractuales» — sin especificar por qué se 
da tal necesidad: la ausencia de un razonamiento que justifique la decisión 
adoptada, en aras a ese interés público invocado de forma abstracta, no puede 
justificar la renuncia al contrato so pena de incurrir en arbitrariedad’.   

 
»Asimismo, en nuestra Resolución 400/2017 señalamos que el 

ejercicio de la potestad de no adjudicar el contrato no requiere de 
circunstancias graves o excepcionales: ‘La renuncia a adjudicar no está 
condicionada a que existan circunstancias graves o excepcionales, de igual 
manera que los particulares pueden no llegar a celebrar un contrato pese a 
que las negociaciones para su conclusión estuvieran muy avanzadas, lo mismo 
sucede con los poderes adjudicadores si consideran que su celebración puede 
suponer un riesgo para los intereses públicos de los que son garantes’”.  

 
Hay que considerar además que no es preciso que la renuncia se funde 

en una causa de interés público imprevisible, inevitable o externa al 
procedimiento como afirma la recurrente. Así resulta de la Sentencia n.º 
714/2022, de 9 de junio, de la Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Supremo, que declara en interés casacional que la renuncia “(…) debe 
ampararse en razones de interés público debidamente justificadas en el 
expediente, sin que deba concurrir inexorablemente el presupuesto de que las 
razones invocadas deban tener un carácter sobrevenido o exógeno al propio 
procedimiento de licitación, en la medida que lo que resulta determinante es 
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que dichas razones de interés público persistan antes de la culminación del 
procedimiento de adjudicación del contrato público”. 

 
Pues bien, en este caso la resolución impugnada indica expresamente 

que se dicta al amparo del artículo 152 de la LCSP. En el informe al recurso el 
órgano de contratación aclara que “la figura utilizada en el presente 
procedimiento no es ni el desistimiento ni la renuncia, es la no adjudicación 
del contrato”. Ahora bien, esta potestad discrecional del órgano de 
contratación de no adjudicar o celebrar el contrato coincide en su regulación 
y requisitos, sustancialmente, con la “renuncia a la celebración del contrato” 
que se regulaba en el artículo 155 del Texto Refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público de 14 de noviembre de 2011 y, de hecho, está sometida a 
requisitos similares.  

 
Por otra parte, además de los supuestos contemplados en el artículo 

152 de la LCSP, el artículo 150.3 de la LCSP dispone que “no podrá declararse 
desierta una licitación cuando exista alguna oferta o proposición que sea 
admisible de acuerdo con los criterios que figuren en el pliego”. Interpretada 
dicha disposición a sensu contrario, cabe concluir que cuando no exista 
ninguna oferta o proposición admisible de acuerdo con los criterios que figuren 
en el pliego, la licitación podrá declararse desierta y se producirá la terminación 
del procedimiento de adjudicación ante la imposibilidad material de continuarlo 
por causas sobrevenidas. Así lo dispone también, respecto del procedimiento 
administrativo común, el artículo 84.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Sin 
embargo, el órgano de contratación no ha acordado expresamente la exclusión 
de la oferta de la licitadora recurrente. Ni ha declarado desierto el 
procedimiento de adjudicación por no existir ofertas admisibles.  

 
La decisión de no adjudicar o celebrar el contrato se ampara en el 

artículo 152 de la LCSP, consta publicada en la PLACSP como “Renuncia” y se 
adopta “por los motivos indicados en el informe técnico de fecha 6 de mayo 
de 2026”, publicado en la PLACSP el 7 de mayo. Estos motivos se refieren a la 
insuficiencia técnica de la oferta de la recurrente para satisfacer las 
necesidades de la contratación. Concretamente, se informa que su memoria 
técnica “no alcanza el nivel mínimo exigible en relación con los criterios 
evaluables mediante juicio de valor establecidos en el Pliego de Prescripciones 
Técnicas, debido a la falta de desarrollo específico y concreción técnica” de 
manera que “La insuficiente definición y desarrollo de la memoria técnica 
impide garantizar que la propuesta responda de manera adecuada a las 
necesidades del contrato, por lo que no resulta viable su consideración a 
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efectos de adjudicación, al no quedar acreditada su capacidad de ejecución en 
los términos exigidos en el pliego”. El informe al recurso del órgano de 
contratación añade que “Con la decisión de no adjudicar este contrato, el 
ayuntamiento lo único que ha perseguido es velar por el interés público que 
representa la utilización de fondos públicos de manera eficiente. Al otorgar a 
la propuesta técnica de la reclamante una puntuación tan baja (5 puntos sobre 
25), lo que la administración está expresando es que su propuesta está muy 
lejos de lo que la Administración quiere que se ejecute (…)”. 

 
Examinando los pliegos, se advierte que no han establecido la necesidad 

de obtener una puntuación o umbral mínimo en la ponderación de los criterios 
de adjudicación para continuar en el procedimiento de adjudicación, en los 
términos previstos en el artículo 146.3 de la LCSP. Estos criterios de 
adjudicación dependientes de juicio de valor se contemplan en la cláusula 
14.1.B) del pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP) que 
establece un único criterio dependiente de juicio de valor (“Propuesta técnica 
y museográfica. Ponderación: de 0 a 25 puntos”), para cuya valoración se 
requiere la presentación de una memoria técnica. Este criterio se subdivide, a 
su vez, en cinco subcriterios, cada uno de los cuales podrá ser valorado con 
un máximo de cinco puntos.   

 
Por otra parte, las deficiencias técnicas de la oferta podrán dar lugar a 

su exclusión de la oferta si se motiva adecuadamente que adolece de 
omisiones o incurre en un incumplimiento claro de las exigencias técnicas 
mínimas del pliego de prescripciones técnicas (PPT) (recogidas en este caso, 
fundamentalmente, en los apartados 4 y 5 del mismo). En este caso, ni el 
órgano de contratación ha acordado expresamente su exclusión, ni los 
informes técnicos emitidos motivan el incumplimiento de estas prescripciones 
técnicas mínimas. En el informe de valoración de los criterios de adjudicación 
dependientes de juicio de valor de 10 de abril de 2026, publicado en la PLACSP 
el día 7 de mayo, se llevó a cabo la valoración de las memorias técnicas 
presentadas, asignado a la recurrente una puntuación de 5 puntos sobre un 
máximo de 25, en tanto que las otras dos licitadoras obtuvieron puntuaciones 
superiores de 23 y 18 puntos, respectivamente; y según el informe técnico de 
6 de mayo de 2026 la indefinición técnica de la memoria, traducida en esa 
baja puntuación, no garantiza la “capacidad de ejecución” de la licitadora 
recurrente. Sin embargo, no resulta correcto hablar de capacidad ni de 
solvencia (que son requisitos de aptitud del licitador) para referirse a la 
viabilidad y adecuación de la oferta técnica de la recurrente al PPT, que es lo 
que en el fondo se viene a cuestionar por el órgano de contratación cuando 
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dice que esa propuesta “está muy lejos de lo que la Administración quiere que 
se ejecute”. 

 
Tampoco pueden confundirse esas exigencias técnicas mínimas, 

contenidas en el PPT, con los criterios de adjudicación dependientes de juicio 
de valor (que deben consignarse en el PCAP, no el PPT- artículo 122.1 de la 
LCSP), los cuales permiten ponderar y clasificar las ofertas para seleccionar la 
más ventajosa de entre las que cumplen esos mínimos, pero no justifican la 
exclusión de la oferta si no se alcanza una puntuación mínima (a menos que 
así lo haya previsto expresamente el PCAP -artículo 146.3 de la LCSP-) ni 
mucho menos permiten no adjudicar el contrato por no alcanzar una oferta 
una determinada calidad técnica o puntuación a criterio discrecional del  
órgano de contratación, puesto que ello conculcaría el principio de vinculación 
a los pliegos y la transparencia que debe presidir la contratación pública 
(artículos 132.1 y 139 de la LCSP).  

 
Así pues, la motivación técnica esgrimida por el órgano de contratación 

(que la memoria técnica de la recurrente haya obtenido una puntuación baja 
en los criterios de adjudicación) no constituye una razón de interés público 
para renunciar a la contratación conforme al artículo 152 de la LCSP, ni puede 
afirmarse que ello comprometa la “capacidad de ejecución” del contrato, 
puesto que esa garantía de correcta ejecución es el objetivo, precisamente, de 
los requisitos de solvencia y adscripción de medios establecidos en el PCAP, 
que no ha establecido, en cambio, un umbral mínimo de puntuación técnica 
para continuar en el procedimiento de adjudicación. 

 
5º.- Debe examinarse, a continuación, la alegación por el órgano de 

contratación relativa a la existencia de un segundo motivo de interés público 
que fundamenta la decisión de no adjudicar el contrato.  

 
En su informe al recurso expone que, tal como se detalló en el informe 

propuesta de adjudicación del contrato de 7 de mayo de 2026 (publicado en 
la PLCASP ese mismo día), la decisión de no adjudicar el contrato también se 
fundamenta en la imposibilidad material de ejecutar el contrato dentro del 
dentro del plazo límite establecido en el PCAP rector de la contratación: el 30 
de junio de 2026 (cláusula 9ª del PCAP), lo que determina a su vez la 
imposibilidad de justificar la subvención concedida y de recibir los fondos 
necesarios para el pago del contrato, puesto que se trata de un contrato 
financiado con fondos europeos Next Generation. Concretamente, los fondos 
proceden de una subvención concedida directamente al Ayuntamiento de 
Tordesillas por la Orden de la Consejería de Cultura, Turismo y Deporte de 11 
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de abril de 2024, por la que se conceden directamente subvenciones a diversas 
entidades para la ejecución de los planes de sostenibilidad turística en destinos 
incluidos en el Plan territorial de sostenibilidad turística en destinos de Castilla 
y León 2023-2026, en el marco del componente 14 inversión 1 submedida 2 
del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de España. En este 
caso, el plan de sostenibilidad turística en destino financiado es la 
“consolidación de la oferta patrimonial e histórica de Tordesillas”. 

 
Sin embargo, la resolución recurrida no hace ninguna referencia a esta 

motivación, ni siquiera por remisión al informe propuesta de 7 de mayo de 
2026; “informe propuesta de no adjudicación” que parece hacer referencia al 
“informe jurídico de no adjudicación” publicado en la PLACSP el 7 de mayo de 
2026. Además, este informe jurídico no hace referencia a la pérdida de la 
subvención ni a la imposibilidad de financiación del contrato licitado, 
limitándose a exponer que sería imposible el cumplimiento dentro del plazo de 
ejecución previsto en el PCAP y concluyendo que “En el presente expediente 
concurren razones de interés público suficientes para justificar la decisión de 
no adjudicar el contrato, contenidas en el informe técnico de fecha 6 de mayo 
de 2026”. Al respecto, la recurrente indica que “resulta especialmente 
relevante que el expediente administrativo contenga un informe jurídico 
relativo a la no adjudicación del contrato y que, pese a ello, dicho informe no 
se integre materialmente en la motivación de la resolución recurrida ni se 
incorpore como fundamento decisorio suficiente de la misma”. No obstante, lo 
cual, fundamenta también su recurso en la “inexistencia de incumplimiento del 
plazo contractual”, afirmando que se trata de una condición de ejecución y no 
una causa de exclusión ni requisito de admisión. 

 
En todo caso, por más que estos motivos para renunciar al contrato 

fueran expuestos sucintamente en el informe propuesta de 7 de mayo de 
2026, tales motivos no fundamentaron ni la propuesta realizada ni la decisión 
recurrida, por lo que tampoco pueden ser considerados por este Tribunal en 
la decisión de este recurso interpuesto para evitar la indefensión de la 
licitadora recurrente.  

 
Sí conviene poner de manifiesto que el Tribunal Administrativo Central 

de Recursos Contractuales ha admitido la renuncia al contrato en los supuestos 
de inviabilidad económica por imposibilidad de justificar en plazo la subvención 
concedida y en este sentido, la Resolución n.º 894/2026, de 28 de mayo, 
expone que: “A la vista de lo anterior, cabe señalar que el acuerdo de no 
adjudicar el contrato identifica y motiva de forma clara circunstancias objetivas 
determinantes del interés público que justifican la no adjudicación del lote 1 
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como son, en síntesis: la imposibilidad material de cumplir el hito temporal del 
PRTR fijado en 30/06/2026 con la ejecución completa del contrato, la 
consecuencia de este incumplimiento llevaría a la pérdida de financiación 
europea por haberse excedido el hito final (30/06/2026) y aunque ello podría 
suplirse con presupuesto ordinario, se justifica la imposibilidad de esta 
alternativa debido a la inexistencia en el presente ejercicio de crédito adecuado 
y suficiente propio de la Guardia Civil, fuera del marco PRTR, para atender las 
obligaciones dimanantes del contrato si la ejecución se proyecta más allá del 
plazo de justificación.  

 
»Por tanto, el interés público que trata de salvaguardarse con el 

acuerdo de no celebrar el contrato del lote 1 consistiría en que existe una 
“inviabilidad económica del contrato” que fundamenta la no adjudicación por 
interés público, y añade que, de continuarse la tramitación y adjudicar en 
dichas circunstancias, concurriría una situación que conduciría a la 
imposibilidad de ejecutar en los términos inicialmente previstos, careciendo de 
sentido “adjudicar y formalizar un contrato para después resolverlo”.  

 
»Asimismo, debe recordarse lo dispuesto en el artículo 39.2 b) 

de la LCSP, que establece que 3 serán igualmente nulos de pleno derecho los 
contratos celebrados por poderes adjudicadores en los que concurra alguna 
de las causas siguientes. (…) b) La carencia o insuficiencia de crédito, de 
conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, o en las normas presupuestarias de las restantes 
Administraciones Públicas sujetas a esta Ley, salvo los supuestos de 
emergencia´”.  

 
Por último, debe advertirse que el artículo 152.2 de la LCSP regula la 

indemnización procedente en los casos de renuncia a la celebración del 
contrato, al señalar que “En estos casos se compensará a los candidatos aptos 
para participar en la licitación o licitadores por los gastos en que hubiesen 
incurrido en la forma prevista en el anuncio o en el pliego o, en su defecto, de 
acuerdo con los criterios de valoración empleados para el cálculo de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, a través de los trámites del 
procedimiento administrativo común”. 

 
En consideración a lo expuesto, procede estimar el recurso interpuesto 

y anular la decisión de no adjudicar el contrato al no haberse adoptado por 
razones de interés público debidamente justificadas en el expediente, 
ordenando al órgano de contratación, la continuación, en su caso, del 
procedimiento de licitación. 
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En su virtud y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Estimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por Invelon Technologies, S.L. contra la resolución de la Alcaldía 
del Ayuntamiento de Tordesillas (Valladolid) de 7 de mayo de 2026, se acuerda 
no adjudicar el contrato mixto del servicio de creación de contenidos 
audiovisuales y del suministro, montaje e instalación de equipamiento 
tecnológico en el Museo del Tratado de Tordesillas en el marco del Plan de 
Sostenibilidad Turística de Destino “consolidación de la oferta patrimonial e 
histórica de Tordesillas” (Expediente nº 552/2026), anulando la resolución 
impugnada y ordenando al órgano de contratación, la continuación, en su 
caso, del procedimiento de licitación.  
 

Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 
procedimiento. 

 
Tercero.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 
actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta Resolución. 

 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el 
día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k LJCA). 
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